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algunas reflexiones sobre las percepciones  
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Juan Camilo Rodríguez Gómez
Si observamos que el adversario utiliza un argumento 
meramente aparente o sofístico podemos anularlo 
sencillamente atacando su capciosidad y apariencia, 
pero es mucho mejor presentarle otro argumento si cabe, 
de análoga apariencia y sofistería para liquidarlo, 
pues lo que importa no es la verdad, sino la victoria. 
arthur SchopeNhauer, Dialéctica erística, estratagema 21
reSumeN
El autor hace una aproximación preliminar a algunas de las 
percepciones que se han generado alrededor de las Fuer-
zas Militares en medio del conflicto armado colombiano y 
las implicaciones que ellas han tenido en la sociedad civil. 
Con este propósito se realiza una selección de la bibliografía 
enmarcada en el conflicto, en la participación de las vícti-
mas en la construcción de la memoria y la relación con los 
actores institucionales. 
Para tal fin, se realiza una revisión de la información exis-
tente en torno a la presencia de la Fuerza Pública en medio 
del conflicto armado, con énfasis en el seguimiento a las ver-
siones que muestren detalles para determinar su percepción 
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como víctima o victimario. Por otra parte, se desarrolla una 
caracterización del lenguaje usado al referirse al adversario, 
lo cual también impacta en tales percepciones mutuas. El 
problema se considera teniendo como eje una selección de 
documentos periodísticos y algunos textos escritos por las 
víctimas y testigos excepcionales del conflicto. Se subraya 
la percepción que la sociedad civil ha tenido de la Fuerza 
Pública durante el conflicto armado. Se ha desarrollado el 
estudio de una parte de la bibliografía existente dentro del 
marco víctima o victimario del conflicto, teniendo como 
punto de partida la participación directa e indirecta de la 
Fuerza Pública, con el fin de acercarse a la percepción que 
se tiene de ella.
INtroduccIóN
En este documento se hace una aproximación preliminar 
a algunas de las percepciones que se han generado alrede-
dor de las Fuerzas Militares en medio del conflicto armado 
colombiano y las implicaciones que ellas han tenido en la 
sociedad civil. Con este propósito se realiza una selección 
de la bibliografía enmarcada en el conflicto, en la partici-
pación de las víctimas en la construcción de la memoria y 
la relación con los actores institucionales. 
Por otro lado, se hace una revisión de la información exis-
tente en torno a la presencia de la Fuerza Pública en medio 
del conflicto armado, con énfasis en el seguimiento a las ver-
siones que muestren detalles para determinar su percepción 
como víctima o victimario. Por otra parte, se desarrolla una 
caracterización del lenguaje usado al referirse al adversa- 
rio, lo que también impacta en tales percepciones mutuas. 
El problema se considera teniendo como eje una selección 
de documentos periodísticos y algunos textos escritos por 
las víctimas y testigos excepcionales del conflicto. Se su-
braya la percepción que la sociedad civil ha tenido de la 
Fuerza Pública durante el conflicto armado. Se ha realizado 
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el estudio de una parte de la bibliografía existente dentro 
del marco víctima o victimario del conflicto, teniendo como 
punto de partida la participación directa e indirecta de la 
Fuerza Pública, con el fin de acercarse a la percepción que 
se tiene de ella.
I. alguNoS aNtecedeNteS
La seguridad en los países latinoamericanos y las funcio-
nes delegadas a las Fuerzas Militares1 han enfrentado los 
recurrentes problemas derivados de la precaria formación 
de sus estados, en naciones con numerosos conflictos y con 
limitados recursos para construirse. Un desbalance ha sido 
característico a lo largo de la historia para controlar las ma-
nifestaciones ilegales y violentas de individuos y grupos 
mediante el uso de la fuerza, sin garantizar a cambio la con-
comitante protección de las libertades y los derechos. En 
América Latina la coerción estatal se ha visto como un mal 
menor y no como una condición complementaria a los dere-
chos de la ciudadanía. Más aún, las doctrinas de la seguridad 
asumieron que los mecanismos de coerción serían suficientes 
para garantizar las libertades civiles y no inversamente. 
La histórica separación tajante entre el Estado y la socie-
dad civil mantuvo al primero en condición de autonomía y 
control autocrático, y limitó la ampliación de los derechos 
democráticos y, a su vez, llevó a ciclos de paternalismo. La 
coerción se impuso en la mayoría de conflictos para soslayar 
1 El artículo 217 de la Constitución Política dice que “La Nación tendrá para 
su defensa unas Fuerzas Militares permanentes constituidas por el Ejército, 
la Armada y la Fuerza Aérea. Las Fuerzas Militares tendrán como finalidad 
primordial la defensa de la soberanía, la independencia, la integridad del 
territorio nacional y del orden constitucional. La ley determinará el sistema 
de reemplazos de las Fuerzas Militares, así como los ascensos, derechos y 
obligaciones de sus miembros y el régimen especial de carrera, prestacional 
y disciplinario, que le es propio”. 
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las carencias democráticas, y en medio de ese panorama las 
representaciones públicas de las Fuerzas Militares mantuvie-
ron cierta hegemonía hasta la década de los años noventa. 
No obstante, después de los ataques terroristas del 11 de 
septiembre de 2001 en Estados Unidos, todo cambió. Así, la 
política exterior estadounidense modificó, con nueva fuerza, 
la doctrina de la seguridad nacional, que buscaba, entre otras 
acciones que se han extendido hasta estos años, una lucha 
frontal de las fuerzas armadas de los países latinoamericanos 
contra ideologías y movimientos que favorecieran al terro-
rismo, sin importar los métodos ni el costo de estas acciones. 
Dice Roland Anrup (2009, p. 113) que “el nuevo esquema 
de Seguridad Internacional sirve para eliminar lo que la 
política de Seguridad Democrática llama una ‘diplomacia 
guerrillera mimetizada’. La mímesis viene a encarnarse en 
los activistas de derechos humanos, sindicalistas o miembros 
de movimientos de izquierda”. 
En el pasado, estrategias como la Alianza para el Progreso 
intentaron “desactivar el potencial revolucionario” que había 
desatado en Latinoamérica la Revolución cubana. Las “nue-
vas condiciones internacionales auspiciadas por EE. UU. son 
una de las causas del fracaso de la toma del poder por los 
grupos insurgentes, porque la experiencia cubana fortaleció 
la vigilancia de los estados latinoamericanos a través de la 
doctrina continental de la ‘Seguridad Nacional’ fundada en 
la percepción del ‘enemigo interior’, que adelantó acciones 
de carácter preventivo contra los sectores de la izquierda 
latinoamericana para cortar su desarrollo” (Sancho Larra-
ñaga, 2003, p. 74). En Colombia, tres casos sobresalientes, 
entre otros, se pueden citar como efecto de esta doctrina 
de Seguridad Nacional: el Estatuto de Seguridad, el Plan 
Colombia y la política de ‘Seguridad Democrática’, todo lo 
cual tuvo por supuesto un impacto en la percepción de la 
Fuerza Pública por parte de la ciudadanía. 
Por otro lado, es necesario advertir que, para mal del país, 
la guerra contra las drogas desatada desde Estados Unidos 
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ha “contribuido en gran medida a la escalada de la violencia 
en Colombia durante los últimos años. Antes de 1990 los 
estudios colombianos sobre la violencia generalmente se 
centraban en sus causas internas, en lugar de hacer énfasis 
en el papel central del narcotráfico. Hoy, comparativamen-
te, el narcotráfico ha llegado a tal punto que prácticamente 
ningún aspecto de la crisis que enfrenta la nación está ‘libre 
de droga’” (Bergquist, 2001, p. 398). 
En este contexto, el Estado y la Fuerza Pública mantuvie-
ron relaciones distantes con la ciudadanía. La tímida partici-
pación de la sociedad civil, la marginalidad económica de la 
mayoría y los resortes clientelistas del sistema político con-
jugaron las tensiones mutuas entre las Fuerzas Militares y la 
sociedad para su colaboración. Una geografía física y social 
de aislamiento del Estado y las debilidades de la sociedad 
civil facilitaron la coerción como medio de control sobre la 
protesta social. Los grupos paraestatales surgieron entonces 
para llenar los vacíos de autoridad y, paradójicamente, las de-
mandas por derechos sociales en varias regiones del país (Pa-
lacios, 2012). Se generó, entonces, una distancia entre el uso 
de la fuerza del Estado y los intereses de la población, y los 
gobiernos locales hicieron caso omiso a las extralimitaciones 
en el uso de la violencia legítima (El Espectador, 17/05/2016). 
Las doctrinas de seguridad en sus diferentes versiones 
identificaron las acciones de las Fuerzas Militares con medi-
das coercitivas que se movieron al ritmo de las alteraciones 
del orden. Los gobiernos de Gaviria (1990-1994), Samper 
(1994-1998) y Pastrana (1998-2002) en gran medida interpre-
taron la función de la Fuerza Pública a la luz de sus relaciones 
con los Estados Unidos. Excepto ligeros cambios de Gaviria 
frente a los vínculos con las autoridades civiles, las políticas 
de seguridad fueron relacionadas con medidas represivas. 
Con los gobiernos de Uribe (2002-2010) estas políticas se 
incrementaron, tras la declaratoria de la guerra contra el 
terrorismo y el plan de guerra total contra las agrupaciones 
insurgentes (El Espectador, 03/11/2009).
116
A lo largo de los años y con un énfasis que se desató du-
rante el gobierno de Turbay Ayala (1978-1982), el accionar 
de las Fuerzas Militares se orientó principalmente hacia 
los problemas internos, en función de la lucha contra las 
guerrillas insurgentes. El Estatuto de Seguridad (Decreto 
Legislativo 1923 de 1978) enfatizó en la aplicación desde 
esa perspectiva. Mientras en los estados modernos la pro-
fesionalización castrense ha sido fundamental, en Colombia 
solo en los últimos años esta perspectiva ha tomado forma 
regular. Estos desfases muestran la dificultad militar para 
defender la soberanía, al menos frente a vecinos con mayor 
capacidad bélica y gobiernos con poca democracia2. Pese a 
que gran parte de la organización castrense juzga la posi-
bilidad de una guerra con Venezuela, la visión contempo-
ránea de soberanía externa se ha desdibujado y en su lugar 
hay una preocupación en aumento por la multiplicación de 
organizaciones criminales en la etapa del posconflicto. La 
velocidad de las nuevas agrupaciones ilegales por ocupar 
las regiones y los espacios dejados por las farc representan 
desafíos prioritarios para la Fuerza Pública. Este escena-
rio estructurado en las décadas recientes ha generado una 
percepción, que naturalmente evoluciona, alrededor de la 
Fuerza Pública.
II. loS NuevoS tIempoS
La economía del narcotráfico mantiene actividades ilega-
les en territorios que fueron retaguardia de paramilitares y 
guerrilleros. Muchos de los beneficiados económicamente 
por el narcotráfico incidieron en el manejo deficiente del 
problema de la seguridad, lo cual también hizo explícita 
la debilidad en la aplicación de la justicia. Sumado a lo 
2 El término como el concepto de des democracia en tIlly (2010).
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anterior, las presiones del gobierno de Donald Trump y su 
política antidrogas se dirigen a incrementar la represión 
como medio para resolver problemas con causas distintas 
del narcotráfico. En ese marco, la Policía Nacional3 y las 
Fuerzas Militares han debido enfrentar las diversas mani-
festaciones del delito con instrumentos limitados. 
El discurso tradicional de seguridad nacional fue lleva-
do a otra dimensión tras el 11 de septiembre de 2001. La 
lucha contra las guerrillas se incorporó a la librada contra 
el terrorismo en el marco de las acciones emprendidas por 
Estados Unidos y, así, la categoría de enemigo interno per-
dió legitimidad. No obstante, en los recientes intentos de ne-
gociación con el elN se persiste en calificar a los insurgentes 
como bandidos y facinerosos, a pesar de que el presidente 
Santos había pedido desarmar el lenguaje para referirse a 
las farc en determinado momento de los avances en las 
negociaciones de paz con ese grupo. “Que ambas partes va-
yan sincronizando sus discursos y les pidan a los grandes 
medios de comunicación prudencia y reflexión demuestra 
la madurez del proceso a pesar de las dificultades” (Gómez 
Suárez, 20/07/2015). 
El resurgimiento contemporáneo de la violencia en Co-
lombia presenta las características de las nuevas guerras 
(Kaldor, 2001): narcotráfico, minería ilegal, crimen organi-
zado, lavado de activos, contrabando, trata de blancas. El 
posconflicto ha venido acompañado de manifestaciones 
de un Estado débil en el ámbito regional, y poderes locales 
asociados a la delincuencia en el Catatumbo, Norte de San-
tander, o en Tumaco, Nariño, los ejemplos más evidentes. 
3 El artículo 218 de la Constitución dice que “La ley organizará el cuerpo de 
Policía. La Policía Nacional es un cuerpo armado permanente de naturaleza 
civil, a cargo de la Nación, cuyo fin primordial es el mantenimiento de las 
condiciones necesarias para el ejercicio de los derechos y libertades públicas, 
y para asegurar que los habitantes de Colombia convivan en paz. La ley 
determinará su régimen de carrera, prestacional y disciplinario”. 
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La degradación social responde también a que muchas pobla-
ciones no pueden ofrecerles oportunidades laborales o edu-
cativas a jóvenes y adolescentes, situación que aprovechan 
los grupos delincuenciales para cooptarlos. Una simbiosis 
de problemas hace difícil el camino de la reconciliación y 
el desarrollo democrático. Semana (08/15/06/2018a, p. 18) 
decía que “algo muy grave está pasando en el país. El mar-
tes mientras Colombia tenía los ojos puestos en el Mundial 
de Rusia, una racha de crímenes aguó cualquier asomo de 
fiesta. Primero, fue una masacre en el municipio de Argelia 
(Cauca). Siete personas, entre ellos dos disidentes de las 
farc, fueron acribillados en un hecho que las autoridades le 
atribuyeron al elN”, y luego presentaba una lista de “la olea-
da de asesinatos de líderes sociales y activistas políticos”, 
que reavivan “la época más violenta de la historia reciente”. 
La agudización de la inseguridad deja huellas en la per-
cepción que se tiene sobre la Fuerza Pública. La unifica-
ción de agrupaciones delincuenciales, crimen organizado 
y narcotráfico, sumado a la conformación de alianzas entre 
grupos no reincorporados de las farc y el paramilitarismo, 
representa una amenaza a las condiciones de seguridad na-
cional y desafía la confianza ciudadana en la Fuerza Pública. 
En síntesis, dentro de las responsabilidades de la Fuerza 
Pública y su papel en el desarrollo de la confrontación arma-
da, en este caso con la guerrilla de las farc-ep, es importante 
tomar en consideración dos aspectos fundamentales, rela-
cionados con su accionar antisubversivo y las característi-
cas que fungen como plataforma doctrinal de las Fuerzas 
Militares en determinados momentos. 
En el caso concreto de las Fuerzas Militares, las objecio-
nes presentadas por su parte, o las de los militares retirados, 
a lo largo de las negociaciones del proceso de paz con las 
farc, mostraron con especial significación la incertidum-
bre generada alrededor de la justicia a impartirse para los 
militares envueltos en crímenes de lesa humanidad o en 
contra de la población civil, asunto que también incide en 
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la percepción ciudadana de esa fuerza legítima. Y es que, 
según un informe de la Federación Internacional de Dere-
chos Humanos del 2 de octubre de 2007, “Las estructuras 
militares y paramilitares han cometido alrededor de 60.000 
crímenes de lesa humanidad” (Anrup, 2009, p. 18). Cifra 
que habrá aumentado en los años siguientes.
La situación es compleja, como se desprende de los di-
lemas y las críticas que ha tenido que sortear la Justicia 
Especial de Paz establecida en el Acuerdo de Paz. Son mu-
chos los graves atropellos que deben resolverse y a los que 
tienen que responder agentes del Estado y terceros. Solo por 
citar uno de los muchos ejemplos, Roland Anrup (2009, pp. 
18-19) dice que “entre diciembre de 2002 y 2006 habían sido 
asesinados más de 3.300 congresistas, jueces, periodistas, 
activistas de los derechos humanos, campesinos, indígenas 
y sindicalistas”. Anrup cita el Informe Anual de Amnistía 
Internacional de 2004 en el que denunció que en el 2004 
“se asesinó o se hizo desaparecer al menos a 1.400 civiles”, 
y luego señala que “la violación y otros delitos sexuales 
como la mutilación genital, son utilizados con frecuencia 
por las fuerzas de seguridad y los paramilitares como parte 
de sus tácticas de terror contra las comunidades a las que 
acusan de colaborar con la guerrilla”. 
El más reciente Informe de Amnistía Internacional (2018, 
pp. 157-158) dice que en Colombia “hubo varias acusacio-
nes de homicidios deliberados cometidos por fuerzas del 
Estado y denuncias de uso excesivo de la fuerza por parte 
del Escuadrón Móvil Antidisturbios (Esmad) en protestas 
en el Chocó, Valle del Cauca, Cauca y Catatumbo”. Y luego 
señala que “según la organización Somos Defensores, el 
número de homicidios de defensores y defensoras aumen-
tó un 31% en la primera mitad del año, en comparación 
con el mismo período de 2016. Los homicidios de mujeres 
que ejercían algún tipo de liderazgo se incrementaron en 
relación con 2016: hubo siete muertes de ese tipo en los 
primeros seis meses de 2017. Se tuvo noticia de homicidios 
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de líderes afrodescendientes. El 8 de junio fue asesinado en 
Malambo, Atlántico, el defensor de los derechos humanos 
afrodescendiente Bernardo Cuero Bravo, de la Asociación 
Nacional de Afrocolombianos Desplazados. Había sufrido 
amenazas y ataques en numerosas ocasiones por su trabajo 
en favor de la comunidad y por su defensa de quienes ha-
bían sido objeto de desplazamientos forzados. Pese a sus 
reiteradas solicitudes, la Unidad Nacional de Protección 
no le había asignado medidas de protección”. Todo esto 
debilita la confianza en la Fuerza Pública y en las institu-
ciones de seguridad del Estado que deberían fortalecer su 
legitimidad en el posconflicto. 
Sin duda, los crímenes de guerra cometidos por parte 
de los actores armados invisibilizaron el deterioro social, el 
estancamiento económico, el cambio institucional y las con-
secuencias que afectaron directamente a la población civil. 
Tanto las guerrillas como la Fuerza Pública contribuyeron 
parcialmente al detrimento de las regiones afectadas por 
el recrudecimiento del conflicto, y esto afectó la imagen y 
credibilidad de la instancia legítima. 
III. para eNfreNtar el poScoNflIcto
Dentro de los crímenes que deberán abordarse en el pos-
conflicto se deben tener en cuenta dos, de acuerdo con la 
magnitud de su sistematicidad, que además tuvieron espe-
cial repercusión sobre la Fuerza Pública:
1. Tomas guerrilleras en cabeceras municipales y departa-
mentales. 
2. El secuestro a gran escala.
El secuestro de policías y militares generó una nueva forma 
de hacer la guerra (El Espectador, 02/02/2009). El aumento 
de este accionar llevó luego al canje humanitario como meca-
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nismo de presión en medio del conflicto armado. La crudeza 
asociada a estos hechos dejó ver la crueldad practicada por 
las farc. Los testimonios de algunos integrantes de la Fuerza 
Pública, así como de miembros de la sociedad civil, reflejan 
la inhumanidad de la guerra. Se conocen ahora testimonios 
ante la Justicia Especial para la Paz (jep) que exponen detalles 
de las prácticas guerrilleras en los campamentos de secues-
trados. “Todos son culpables de la crueldad, [el] sufrimiento 
y [las] vejaciones que vivimos tanto tiempo, tantas personas”, 
dice Ingrid Betancourt (Semana, 28/10/2018). 
La evolución del secuestro de miembros de la Fuerza Pú-
blica y agentes del Estado convirtió una conducta de guerra 
en una práctica sistemática de delito organizado. Entre las 
características propias del conflicto y teniendo en cuenta 
este método estratégico para los grupos armados ilegales, 
el Centro Nacional de Memoria Histórica (cNmh, 2013, p. 40) 
estableció cuatro etapas históricas en el caso colombiano. 
1. El escalamiento, 1990-1995 
2. La masificación, 1996-2000 
3. La contención, 2000-2005 y 
4. El reacomodamiento, 2006-2010.
En la etapa de masificación se presentaron los picos más 
altos en esta conducta, con alrededor de 3500 afectados, 
entre la población civil y miembros de la Fuerza Pública. 
Es importante tener en cuenta algunos datos generales 
de víctimas militares del conflicto armado que hacen parte 
del Registro Único de Víctimas (ruv): 
En el 2014 se realizaron 12 jornadas en diferentes ciudades y 
municipios del país, logrando completar 5.070 declaraciones 
recibidas por parte de miembros del Ejército Nacional, mien-
tras que en el 2015 se adelantaron seis jornadas conjuntas en 
las que se tomaron 2.079 declaraciones de integrantes de la 
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Institución, para un total de 18 jornadas con 7.149 declaracio-
nes presentadas ante el Ministerio Público. A la fecha existen 
un total de 13.779 miembros de la Fuerza Pública incluidos en 
el Registro Único de Víctimas (Ejército Nacional, 02/06/2016).
Los daños colaterales, no solo a la población civil, sino los 
constantes atropellos recibidos por la infraestructura institu-
cional, las Fuerzas Militares y demás integrantes de la Fuerza 
Pública conjugan los factores para el actual panorama de 
Colombia. La búsqueda del fin del conflicto y la construcción 
de paz territorial caracterizaron al gobierno anterior, y a su 
vez empoderaron a la Fuerza Pública en pro de actitudes 
hacia un discurso no violento (El Tiempo, 22/03/2017). El 
fenómeno fue recibido positivamente por los colombianos, 
y pone en evidencia el contraste de esta identidad pacifista 
comparada con tiempos anteriores. 
Iv. ¿hacIa uNa Nueva ImageN?
En el marco relacionado con la Fuerza Pública en los acuer-
dos llevados a cabo entre el Estado y las farc, existen dos 
aspectos de particular sensibilidad para considerar en torno 
a la construcción de la imagen del estamento militar:
- En primer lugar, la coerción como método de presión 
de la Fuerza Pública sobre los grupos ilegales, aunque 
puede tener deficiencia y en ocasiones los resultados no 
son los esperados, posee el respaldo de la mayoría de los 
sectores de la política tradicional, pero a su vez conduce 
a tensiones dentro de los poderes internos de las Fuerzas 
Militares. 
- Como segundo aspecto, la salida negociada al conflicto 
y los reparos alrededor de la construcción de paz requie-
ren el reconocimiento del adversario como sujeto de 
derechos, lo cual no es siempre admitido por el conjunto 
de la sociedad.
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En particular, los aspectos acordados que involucran 
de manera significativa a la Fuerza Pública son aquellos 
correspondientes a la construcción de verdad y justicia, y 
el correcto apoyo al proceso de implementación misma de 
los acuerdos. De la forma como esta se involucre en tales 
procesos bastante se derivará alrededor de la percepción 
social de la instancia castrense. 
Entre los aspectos por los que deben responder los in-
volucrados se pueden observar delitos relacionados con el 
reclutamiento de menores (Colombia2020, 15/08/2018), 
comisión de delitos de lesa humanidad, ejecuciones extra-
judiciales (Colombia2020, 09/08/2018) y otros puestos en 
consideración por la jep, en aras de garantizar la reparación 
de las víctimas y la aclaración significativa de dichos acon-
tecimientos para la generación de lazos de hermandad y 
perdón entre víctimas y victimarios. 
En cuanto al desarrollo mismo de la Jurisdicción Especial para 
la Paz, se han podido observar audiencias alrededor de los 
delitos antes mencionados. Dentro del cubrimiento mediáti-
co y debido al alcance del delito y a su vez, los responsables 
mismos, los principales procesos llevados hasta el momento 
por la jep, son aquellos que corresponden a los “falsos positi-
vos”, en especial a los acontecimientos ocurridos en Soacha 
(Colombia2020, 03/08/2018). 
Las declaraciones suministradas para esclarecer los delitos 
cometidos a lo largo del conflicto colombiano transcienden 
la justicia ordinaria al empoderar constantemente a las víc-
timas (El Espectador, 10/11/2011). La búsqueda de la ver-
dad corresponde no solo a uno de los compromisos de las 
partes firmantes del acuerdo, sino que emana, a su vez, de 
los deseos de reconciliación entre civiles, Fuerza Pública y 
combatientes guerrilleros. Por otra parte, “La búsqueda de la 
verdad tiene una dimensión de riesgo y otra de necesidad” 
(Semana, 15-22/07/2018, p. 29). 
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El 18 de julio se expidió el auto 005 de 2018 en donde se abre 
el caso 003 en la jep, referente a las ejecuciones extrajudiciales. 
Menos de una semana después, el 23 de julio, la Jurisdicción 
afirmó que, en un principio, llamaría a versión a 1.750 milita-
res que se han presentado voluntariamente a comparecer por 
estos casos, en especial los que pertenecieron a las divisiones 
Primera, Segunda, Cuarta y Séptima del Ejército Nacional. 
Cifra que se contrasta con los más de 3.500 guerrilleros que 
han sido llamados (Gutiérrez, 01/10/2018). 
Entre los militares que se han acogido están los generales 
Mario Montoya Uribe, Henry Torres Escalante, los corone-
les Gabriel de Jesús Rincón Amado y Robinson González del 
Río, entre otros de alto rango. Pero el debate del momento se 
encuentra en la posibilidad de establecer una sala especial 
para los militares en la jep, lo cual ha desatado una contro-
versia que ha tenido trascendencia internacional y que, de 
nuevo, repercute sobre el compromiso del estamento militar 
alrededor de la paz. 
La reconstrucción del tejido social y la memoria histó-
rica del conflicto armado en zonas afectadas por la guerra 
brinda las herramientas necesarias para la construcción de 
oportunidades de reconciliación (Dinero, 15/12/2017) tanto 
entre los antiguos excombatientes e integrantes de la Fuer-
za Pública como entre las víctimas colaterales del accionar 
armado y sus victimarios. Generar garantías para la reso-
cialización y la construcción de verdad entre cada uno de 
los involucrados fortalece los cimientos para la construcción 
de paz a largo plazo. 
Por último, se pueden observar características fundamen-
tales que involucran a la Fuerza Pública en el desarrollo del 
conflicto, el proceso de paz e implementación de lo pactado:
a. A lo largo de décadas de confrontación armada, y según 
responsabilidades derivadas de su accionar, la Fuerza 
Pública ha sido tanto víctima como victimario. Por su-
puesto que el actuar como victimario es un aspecto de 
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controversia en el momento en que se debate lo realizado 
en circunstancias que trascienden la legalidad. 
b. El compromiso asumido en términos operativos por parte 
de la Fuerza Pública a la implementación de los acuer-
dos de paz firmados con las farc es muestra del alcance 
obtenido alrededor de dicho proceso, y le plantea el reto 
de una presencia significativa en la reconstrucción del en-
tramado territorial (El Tiempo, 30/08/2016). No obstante, 
están presentes las tensiones causadas por las declara-
ciones de la senadora María Fernanda Cabal del Centro 
Democrático y el presidente del Senado sobre los cambios 
de la cúpula militar. El exministro Juan Lozano dijo en 
El Nuevo Siglo (25/09/2018) que esto sucederá “cuando 
el Presidente de la República lo quiera y no cuando los 
miembros de la misma cúpula lo prefieran ni cuando se 
lo soliciten terceras personas”. 
c. Los mecanismos de reparación integral, a los cuales se han 
sumado los integrantes de la Fuerza Pública, contribuyen 
a garantizar la reparación de las víctimas y dan muestras 
de confianza para la superación de las violaciones de de-
rechos humanos en las que algunos de ellos pudieron 
estar involucrados. 
d. Las garantías de no repetición deben girar no solo alrede-
dor de los acontecimientos de los cuales son responsables 
los alzados en armas. La Fuerza Pública debe contribuir 
con la verdad y la no repetición de los actos que afectaron 
a la población civil.
v. repreSeNtacIoNeS púBlIcaS y dIScurSIvaS 
Teniendo en cuenta los antecedentes señalados, se aborda-
rán ahora las representaciones públicas y discursivas de las 
Fuerzas Militares. Declaraciones y comunicados, discursos 
y titulares de prensa tienen una función importante para 
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reconocer la percepción generalizada del estamento mili-
tar (El Tiempo, 28/11/2016). En el panorama de contrastes 
del posconflicto uno de los aspectos de mayor relevancia 
lo constituyen las investigaciones realizadas por diversas 
instancias institucionales (la jep, la Fiscalía, el Gobierno); 
el recrudecimiento de las acciones mediante las cuales los 
distintos actores involucrados en las salidas al conflicto re-
presentan sus diferencias. Estas oposiciones en el marco ins-
titucional se reflejan en comunicados que se emplean para 
resolver sus diferencias con respecto al posconflicto. A falta 
de mejores instrumentos para la construcción de consensos 
hay un desbordamiento en declaraciones públicas que en-
cubren estratagemas entre las partes. No porque el lenguaje 
pervierta las reglas mínimas del entendimiento entre estas 
instancias, sino que el deterioro en sus relaciones refleja 
diferencias en los discursos ante los medios. La política y 
el posconflicto dependen también del ejercicio público en 
estos discursos que configuran estructuras autónomas que 
se pueden estudiar para comprender mejor las dinámicas 
de representación en medios. Sobre todo interesa observar 
cómo se identifican las Fuerzas Militares ante la opinión 
pública4: ¿Qué funciones estratégicas tienen las declaracio-
nes, entrevistas, comunicados y, en general, la imagen de la 
Fuerza Pública ante los medios de opinión?5
A. Función estratégica 
El análisis y las representaciones de los agentes principales 
del conflicto armado en Colombia se ocupan de relacionar 
4 Alguna bibliografía para el estudio de las relaciones del discurso con la po-
lítica y la guerra: A. gluckSmaNN (1969), G. lackoff (1999), P. chIltoN (1996), 
J. M. goNzález (1999), N. pardo A. (2007).
5 Se trata de ofrecer una ilustración aplicada de la teoría de la argumentación 
aún preliminar. Son recomendables dos títulos de ch. perelmaN (1989) y ch. 
perelmaN y l. olBrechS tyteca (1997). 
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las particularidades de su comportamiento durante perío-
dos de confrontación armada. Esto plantea dos problemas 
que podrían llamar la atención: (1) Lo que se considera 
“guerra civil” depende del marco de referencia del analista6, 
(2) Se puede interpretar que los múltiples actos llevados a 
cabo mediante el lenguaje (es decir, el discurso) cumplen 
diversas funciones, no solo políticas (Clausewitz), sino tam-
bién estratégicas, persuasivas (Ch. Perelman, J. Habermas)7. 
Es, según Teun A. van Dijk, el fascinante mundo del análisis 
de las “‘representaciones sociales’ que nosotros construimos 
acerca del mundo en el que vivimos” (Pardo Abril, 2007, p. 
13). El análisis del discurso, dice Van Dijk, es “la forma más 
importante de estudiar estas representaciones ‘mentales’, 
de otra manera inobservables”. 
En cuanto al primer problema, la “guerra civil” o su equi-
valente “conflicto armado” se entiende como aquella acción 
(militar o discursiva) que involucra al poder o su opuesto, 
la insurrección o resistencia. Desde luego, no existe una 
definición conceptual que sea compartida por los analistas8. 
En el segundo problema, se relacionan situaciones y pro-
cesos del conflicto armado colombiano con tipos discursivos 
y niveles de organización del lenguaje mediante categorías 
intermedias: estratagemas, metáforas, técnicas retóricas o 
funciones estratégicas9. Esta noción de función estratégica les 
permite a los analistas concentrarse en aquellos elementos 
que contribuyen a los fenómenos que se pueden juzgar intui-
tivamente como “políticos”, y dejar de lado otras funciones, 
como la informativa o la lúdica, entre otras. 
6 Sobre una definición más precisa de las guerras civiles: P. waldmaNN y F. 
reINareS (1999). 
7 Es el descubrimiento pionero de la filosofía del lenguaje ordinario desde J. L. 
Austin, John Searle, Paul Grice. Para mayores detalles véase E. raBoSSI (1999).
8 Una perspectiva amplia de este asunto se encuentra en A. raNgel (2001). O 
también en T. fIScher (1999, pp. 255-296). 
9 Sobre la utilidad de la estratagema en la guerra, véase C. voN clauSewItz (1984). 
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Se podrían plantear las siguientes funciones estratégicas:
-  Coerción. Son ejemplos claros de discursos respaldados 
por instrucciones, amenazas o sanciones: órdenes, comu-
nicados, etc. Formas menos obvias de comportamiento 
coercitivo son aquellos roles discursivos que los agentes 
no pueden evitar fácilmente o que es posible que ni si-
quiera las personas perciban (entrevistas de los actores 
del conflicto, imágenes televisadas de “ataques contra 
agrupaciones criminales”). Por lo regular los grupos ar-
mados actúan coercitivamente mediante el discurso al 
disponer la prioridad de los asuntos, seleccionar temas 
de negociación, imponer el ritmo temporal del proceso, 
ubicarse a sí mismos y a los demás en situaciones es-
pecíficas, suponer situaciones que desatan “guerras de 
(des)información”. En la etapa del posconflicto el dis-
curso permite emplear técnicas de argumentación que 
llaman la atención sobre, por ejemplo: “reparación a las 
víctimas”, “perdón por los daños causados”.
-  Resistencia, oposición y protesta. Una peculiaridad del pos-
conflicto en Colombia es el poder de imitación discursiva 
entre quienes fueron sus actores principales. Se desplie-
gan en un sentido contrario muchas de las estratagemas 
comunicativas utilizadas por quienes fueron enemigos. 
Sin embargo, en la letra menuda de estas declaraciones 
o intervenciones ante los medios se dan formas específi-
cas del discurso características de cada agrupación. Cada 
grupo en armas diseña y estructura un discurso distintivo 
con expresiones y lugares específicos, utiliza símbolos y 
consignas que consolidan el espíritu de unidad ideoló-
gica. Los miembros de la Fuerza Pública usan a su favor 
todos los símbolos de autoridad y prestigio que tienen. 
-  Encubrimiento. El control político de los medios supone 
el control cuantitativo y cualitativo de la información, el 
cual es, por definición, una forma de control discursivo. 
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Se utiliza la estratagema del misterio para impedir que la 
gente reciba información. De hecho, el acceso a la infor-
mación de las acciones en una confrontación armada re-
sulta altamente complejo dadas las razones de “seguridad 
nacional” alegadas por los mandos. El caso inverso es la 
censura, que impide que las personas brinden informa-
ción. La guerra en el discurso contiene una economía de 
la verdad por parte de cada grupo, de acuerdo con sus 
intereses. El eufemismo es una estratagema retórica que 
produce el efecto de dejar “fuera de foco” referentes no 
deseados (pesca milagrosa, retención, tributo, canje). Es 
posible analizar las distorsiones del lenguaje del poscon-
flicto apreciando las técnicas de ocultamiento de acciones 
con términos “suaves”10. 
- Legitimación y deslegitimación. Los actores del conflicto, ya 
sean individuos o grupos, no pueden actuar solo por la 
fuerza, aunque se apela a ella como recurso estratégico. 
Para legitimar sus acciones llevan a cabo campañas polí-
ticas de información o desinformación. Las razones para 
convalidar su accionar deben comunicarse retóricamen-
te. Entre las técnicas empleadas están los argumentos 
que se fundan en hechos reales o aquellos basados en 
valores preferibles, el ejemplo, el modelo, el antimodelo, 
los símbolos, los ritos, las metáforas, las metonimias. 
Una contraparte esencial es la deslegitimación: los otros 
(insurgentes, paramilitares, Fuerzas Armadas) deben 
ser presentados negativamente, para lo cual se recurre 
a mecanismos tales como: el contraejemplo, la culpa, la 
acusación, el insulto, entre otros11. 
10 Uno de los académicos colombianos que más han llamado la atención sobre 
este fenómeno es Eduardo Posada Carbó (16/03/1999; 08/06/2001). Véase 
también aNdré gluckSmaNN (1995).
11 M. IgNatIeff (1998). Los generales presentan los muertos de la insurgencia 
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Estas cuatro funciones estratégicas están estrechamente 
relacionadas con aquellas que se encuentran en la vida social 
en general y no solo en la “política” o el conflicto armado. 
No obstante, analizar en términos de funciones estratégicas 
el comportamiento discursivo del posconflicto equivale a 
considerar políticamente dicho comportamiento, a politi-
zarlo. Las representaciones en medios de opinión de las 
Fuerzas Militares y el Estado se han institucionalizado, es 
decir, comprenden discursos regulares, espacios oficiales 
de difusión, medios de comunicación al servicio, textos y 
formas de hablar de cada grupo específico que hacen parte 
de la vida cotidiana (Caparrós, 21/07/2017).
vI. loS dIScurSoS 
Se dice que son muy variadas las percepciones que existen 
sobre la Fuerza Pública. Todas ellas están condicionadas 
por muy diversos motivos. Dice Neyla Pardo en Discurso, 
impunidad y prensa (2007, p. 370) que “la interacción comu-
nicativa hace previsible que las relaciones entre los seres hu-
manos ocurran en coherencia con opiniones, actitudes, ideas 
y formas de actuar. Esto es posible dado que se dispone de 
bagajes de saber individual y colectivo que se actualizan y 
enriquecen al ser usados en los diferentes actos comunica-
tivos y en circunstancias sociales; en esta perspectiva, los 
haceres se insertan en discursos compartidos, anclados en 
la cognición social, potenciando las relaciones que proceden 
de los distintos ámbitos culturales: económico, político o 
religioso, entre otros”. 
Así se puede ver en muchos de los documentos relacio-
nados con el conflicto colombiano, aunque no se hable direc-
tamente de la Fuerza Pública. Clara Rojas dice en A prueba 
con términos como “narcobandoleros”, “delincuentes”, “narcoguerrilleros”. 
Véase Corporación Medios para la Paz (mpp) (1999). 
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de fuego (2011, p. 151) que “en libertad he procurado airear 
y nutrir mis pensamientos al grado máximo, pues he tenido 
múltiples alternativas a mano. No he leído casi ningún libro 
de personas secuestradas y luego liberadas, no porque no 
me interesen. Simplemente por salud mental, porque he en-
tendido que mis pensamientos necesitan nuevos estímulos”. 
Ingrid Betancourt en No hay silencio que no termine (2010) dice: 
“El capitán dio un paso adelante, rígido, y me mostró el papel 
con el que jugaba nerviosamente entre las manos. En efecto, 
estaba firmado por su superior. Me explicó que acababa de 
pasar veinte minutos hablando por teléfono con Bogotá; lo 
había intentado todo pero la orden venía de ‘arriba’”. 
Luis Eladio Pérez, en su testimonio a Darío Arismendi 
titulado 7 años secuestrado por las farc (2008, pp. 229-230), 
señala que “las declaraciones de Santos sirvieron para 
alertar al mundo sobre el riesgo que implicaba una opera-
ción militar, si de eso se trataba; es decir, para que todo el 
mundo se uniera y dijera: ‘¡Cuidado, cuidado, no se metan 
que ya están cerca!’ Porque para nosotros esa declaración 
fue terrible. Ahí comprendí que estábamos en un cerco del 
Ejército. Y Jorge Eduardo tuvo la misma sensación porque 
posteriormente la comentamos; lo mismo les pasó a Gloria 
y Orlando. Y entendimos la gravedad del momento porque, 
así tuvieran o no la orden de atacar o de hacer un inten-
to de ataque, el hecho de tener a cien metros de distancia 
unas fuerzas contrarias podía generar pánico en cualquier 
momento. De hecho, había pánico, miedo, mucha tensión y 
nerviosismo. Eso era lo peligroso: que en un momento dado 
se pudiera realmente cruzar la guerrilla con el Ejército y que 
se desatara un combate en el que todos pudiéramos morir”. 
En el desarrollo del conflicto colombiano a lo largo de 
cinco décadas, la percepción alrededor de la Fuerza Pública 
pasó por diferentes etapas. Se conjugaron confianza y des-
confianza, cercanía y distancia frente a la población civil. 
Sin embargo, un balance muestra que a pesar de circuns-
tancias muy difíciles derivadas de la crudeza del conflicto, 
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las Fuerzas Armadas siguen siendo la institución con mayor 
respaldo por parte de los colombianos, asunto reportado en 
diferentes encuestas de percepción y en la opinión de obser-
vadores del acontecer nacional12. En sus recientes memorias 
Enrique Santos Calderón escribió: “Las Fuerzas Armadas 
son la institución más respetada del país y sería deplorable 
que rezagos del pasado, o la mentalidad de guerra fría que 
aún persiste en sectores de la reserva, frustraran el anhelo 
de los colombianos de tener un ejército por encima de toda 
sospecha” (Santos Calderón, 2018, p. 239). 
El discurso de las Fuerzas Armadas representa la autori-
dad, la manifiesta, la simboliza: sus ritos institucionales así 
lo representan. La palabra oficial de un portavoz autorizado 
se expresa en situación solemne, con una autoridad cuyos 
límites coinciden con los de la delegación que se le otorga, hay 
siempre una retórica característica. Las formas estilísticas del 
lenguaje de los generales y comandantes y, en general, de las 
instituciones, rasgos tales como la rutinización, el estereotipo 
y la neutralización proceden de la posición que ocupan en un 
campo de competencia como depositarios de una autoridad 
delegada. Afirmó el general Mario Montoya, señalado en 
el escándalo de los “falsos positivos”, por citar un ejemplo: 
“Yo estuve de comandante del Ejército de febrero de 2006 a 
octubre de 2008, eso da un total de 32 meses o 128 semanas. 
Y en esas 128 semanas, de acuerdo con el libro de programas 
del comandante del Ejército, en 92 oportunidades hice alusión 
al respeto por los derechos humanos, a la transparencia y a la 
limpieza de las operaciones. Hasta la saciedad les dije: ‘Que 
se muera un inocente y lo hagamos pasar por bandido es un 
acto de cobardía’” (El Espectador, 20/10/2018). 
12 La más reciente encuesta de opinión (diciembre de 2018) señala los siguien-
tes porcentajes de imagen favorable: Armada Nacional 81%, Fuerza Aérea 
Colombiana 82%, Ejército Nacional 77%, Policía Nacional 54%. Las cifras 
históricas se encuentran en Datexco (2018).
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No solo es descubrir un estado de cosas sucedido o afir-
mar versiones sobre los hechos sino también ejecutar una 
acción, eso quiere decir que el poder de las palabras reside 
en el hecho de que quien las pronuncia no lo hace a título 
personal, pues solo es su portador, el vocero autorizado 
solo puede actuar por sus palabras sobre otros agentes y, a 
través de su trabajo, sobre las mismas cosas, en la medida 
en que su palabra concentra el poder simbólico acumulado 
por la institución que le ha otorgado su mandato y de cuyo 
poder está investido. 
La concomitancia del profundo trastorno derivado de los 
hechos sucedidos con los “falsos positivos”, y de la crisis 
del discurso ritual que sustentaron los principales impli-
cados, constituye una verificación del análisis propuesto. 
El gravísimo fenómeno de las ejecuciones extrajudiciales 
constituye el mayor impacto adverso sobre la legitimidad 
de la Fuerza Pública a lo largo de la historia. De la indignada 
manifestación de los representantes de las víctimas y de la 
ciudadanía en general, de las infracciones a las Convencio-
nes de Ginebra, a los derechos humanos, a los principios 
normativos del ejército, se desprenden en negativo algunas 
de las nuevas percepciones que existen sobre las Fuerzas 
Militares y de ahí que la manera como se encaren problemas 
de esa naturaleza y se enfrente por parte del estamento 
militar el proceso de paz se logrará un reposicionamiento 
de su legitimidad institucional. 
uNaS líNeaS fINaleS
Se debe entender que la percepción, como dice el Dicciona-
rio de la rae, es una “sensación interior que resulta de una 
impresión material hecha en nuestros sentidos”. Así que las 
declaraciones, los comunicados, las entrevistas, en general 
el discurso, “expresa, y constituye por sí mismo, modelos 
culturales. El conocimiento representado en los modelos cul-
turales puede darse bajo la forma de estrategias lingüísticas 
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particulares, las cuales, a su vez, revelan maneras de conocer” 
(Pardo Abril, 2007, p. 89). 
Los discursos funcionan, tienen un alto valor para la so-
ciedad y con ellos se forja buena parte de la apreciación que 
alcanza la sociedad, porque en muchos casos el agente no 
actúa a su nombre o por su propia autoridad sino en tanto 
que depositario de un mandato: “Estuve 40 años en el Ejército 
y muchas órdenes se quedan en el aire, doctor. Es una insti-
tución de 250.000 hombres, donde usted todos los días tiene 
que estar repitiendo lo mismo. Usted les dice a los soldados: 
‘No cojan el camino’, y más cogen el camino” (El Espectador, 
20/10/2018), dijo el general Mario Montoya ante la jep. 
La indignación de los familiares de las víctimas y de 
una mayoría de ciudadanos recuerda que las condiciones 
que confieren al ritual su eficacia se reúnen a través de una 
institución que se halla investida, por serlo, del poder de 
controlar los medios legítimos de los abusos cometidos. En 
la crisis desatada por los “falsos positivos”, lo que está en 
juego es todo el sistema de condiciones que deben cumplirse 
para que funcione la institución que autoriza y controla los 
usos legítimos de la fuerza, garantizando la conformidad 
de quienes reciben un mandato para realizarla: la crisis de 
identidad, imagen o reflejo de las Fuerzas Armadas remite 
a los mecanismos que aseguran la producción de los por-
tavoces y de los receptores legítimos. 
Como representación del impacto negativo de determi-
nado accionar sobre la imagen de una institución, una crisis 
como la desatada por lo que se denomina con el eufemismo 
de “falsos positivos” no solo genera una inmensa afectación 
sobre la Fuerza Pública sino que a su vez perturba al Estado 
en su conjunto y deteriora la percepción de legitimidad que 
deben poseer. El ejemplo de una situación extrema como esa 
constituye una especie de muestra experimental del tema 
de estudio (El Tiempo, 04/07/2007). Manifiesta retrospec-
tivamente que las percepciones positivas dadas por firmas 
encuestadoras pueden ser muy frágiles y descansan muchas 
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veces en el desconocimiento de las condiciones reales del 
ejercicio de la fuerza legítima en los territorios. 
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